
TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021711  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.IV.A. J/51 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA 
LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS DE LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR DECLARACIÓN 
PATRIMONIAL, DE INTERESES Y FISCAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, TRATÁNDOSE DE 
PARTICULARES CONTRATADOS POR EL ESTADO PARA FINES DISTINTOS A LA PRESTACIÓN 
DE UN SERVICIO PÚBLICO. 
 
El precepto citado establece la obligación de presentar declaraciones de situación patrimonial, de 
intereses y fiscal, a cargo de las siguientes personas físicas y morales privadas que sean contratadas 
por cualquier ente público para: i) prestar un servicio público; y, ii) un fin distinto a la prestación de un 
servicio público. Respecto de estas últimas personas, existe un alto grado de certeza en relación con la 
apariencia de la existencia de un derecho a su favor, en tanto que no existe, en principio, una finalidad 
constitucionalmente legítima para restringir el derecho a la vida privada a personas que, a pesar de ser 
contratadas por entidades públicas, no lo son para prestar un servicio público y por tanto procede 
conceder la suspensión provisional contra los efectos y consecuencias de la obligación a que se refiere 
el artículo 32 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León, pues con ello 
no se causaría una afectación relevante a disposiciones de orden público o al interés social. Además, la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, imponen exclusivamente obligaciones en materia de combate a la corrupción de 
particulares que desempeñan funciones públicas y prestan servicios públicos, aunado a que si bien la 
sociedad está interesada en el combate a la corrupción en sí (en todas sus facetas), lo cierto es que la 
preocupación respecto del combate a la corrupción en la prestación de servicios que no son públicos no 
tiene una trascendencia que justifique la negativa de la medida cautelar, la cual sí existe tratándose del 
combate a la corrupción en la prestación de servicios públicos, porque la satisfacción de este tipo de 
servicios es uno de los pilares esenciales para el funcionamiento de una sociedad democrática. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021710  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.IV.A. J/52 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE OTORGARLA 
RESPECTO DE LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR DECLARACIÓN PATRIMONIAL, DE INTERESES 
Y FISCAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, TRATÁNDOSE DE PARTICULARES 
CONTRATADOS POR EL ESTADO PARA PRESTAR UN SERVICIO PÚBLICO. 

 
El precepto citado establece la obligación de presentar declaraciones de situación patrimonial, de 
intereses y fiscal, a las siguientes personas físicas y morales privadas que sean contratadas por 
cualquier ente público para: i) prestar un servicio público; y, ii) un fin distinto a la prestación de un 
servicio público. Respecto de las primeras personas, existe una justificación aparente que impide 
afirmar que la restricción al derecho a la privacidad causada por esa disposición normativa sea 
probablemente inconstitucional, ya que si los servidores públicos tienen, en principio, un derecho a la 
privacidad menos extenso que el de los particulares en relación con las actividades vinculadas con su 
función pública, entonces, por identidad de razón, resulta razonable asumir que un particular también 
puede tener un derecho a la privacidad menos extenso, cuando ejerce una función pública al prestar un 
servicio público; por tanto es improcedente otorgarles la suspensión provisional respecto a la obligación 
a que se refiere el artículo 32 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo 
León, pues de concederse la medida cautelar respecto de estas personas, se causaría una afectación 
relevante a disposiciones de orden público y al interés social. Además conforme a lo dispuesto por la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, el orden público internacional está particularmente interesado en el combate a la corrupción 
por personas que prestan servicios públicos, con independencia de que sean particulares o funcionarios 
públicos en sentido formal, aunado a que con el otorgamiento de la medida cautelar se afectaría 
gravemente el interés social, en la medida en que el combate a la corrupción en la prestación de 
servicios públicos es fundamental para afianzar el carácter democrático de un Estado de derecho, 
atendiendo a la naturaleza de los derechos fundamentales que satisfacen los servicios públicos. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 h
tt

p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e
lf
u
tu

ro
.o

rg
 

Época: Décima Época  
Registro: 2021709  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.5o.A. J/11 K (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA EL ACUERDO 
QUE DEJA SIN EFECTOS LA LISTA DE RESERVA ESTRATÉGICA DE JUECES VENCEDORES EN 
UN CONCURSO DE OPOSICIÓN, EMITIDO POR EL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO 
DE JALISCO. 
 

Conforme al artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo, el otorgamiento de la suspensión para que 
no se ejecute el acuerdo que deja sin efectos la lista de reserva estratégica de Jueces vencedores en 
un concurso de oposición, emitido por el Consejo de la Judicatura del Estado de Jalisco, no contraviene 
disposiciones de orden público ni afecta el interés social, ya que las personas que aprobaron los 
exámenes correspondientes tienen un derecho adquirido, y al no haber sido adscritos a juzgado alguno, 
la medida cautelar no tiene injerencia propiamente en la impartición de justicia. Por tanto, procede 
concederles la suspensión en el juicio de amparo en el que reclamen el acuerdo mencionado, porque de 
lo contrario podrían ocasionarles daños de difícil reparación, en razón de que aunque obtuvieran 
sentencia favorable, no podría restituírseles en el goce del derecho violado de conformidad con el 
artículo 77 del ordenamiento indicado, pues se afectaría irreversiblemente su derecho adquirido como 
juzgadores aprobados, en caso de que existiera una vacante. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021707  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.IV.A. J/49 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LA 
EMISIÓN Y EJECUCIÓN DEL ACUERDO POR EL QUE SE EXPIDEN LAS REGLAS 
PARTICULARES DE OPERACIÓN DEL SISTEMA DE PREPAGO Y TODAS LAS CONCERNIENTES 
A LA ATENCIÓN DEL USUARIO DE DICHO SISTEMA (PAGO ELECTRÓNICO, RASTREO Y 
CONTEO DE PASAJEROS) EN UNIDADES DE TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS 
PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN EL 24 DE MAYO DE 
2019, AL PODER CONSTITUIR UN ACTO DE CONFISCACIÓN DE BIENES, PROHIBIDO POR EL 
ARTÍCULO 22 DE LA CARTA MAGNA. 

 
El acuerdo citado, al disponer la creación de un fideicomiso que concentre todos los recursos efectivamente 
recaudados y disponibles generados por el sistema de transporte público colectivo, con las finalidades 
previstas en las propias normas y por las cuales distribuye dichos recursos efectivamente recaudados a cada 
uno de los fideicomisarios y/o beneficiarios, conforme a la información recibida y planear su destino a fin de 
mejorar el servicio y la infraestructura del transporte público del Estado de Nuevo León, así como adecuar, 
modificar y en general reestructurar cualquier ramo, segmento o sector del servicio público de transporte con 
el fin de mejorar la calidad del servicio para el usuario, podría constituir un acto de confiscación de bienes 
prohibido por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues genera la 
posibilidad de realizar la apropiación violenta, por parte de la autoridad, de la totalidad de los bienes del 
concesionario o permisionario, o una parte significativa de los mismos, sin título legítimo y sin 
contraprestación, al no considerar la intervención de quien genera esos recursos y ser el Estado quien 
decidirá con libertad el destino conforme a las necesidades del servicio público de transporte en beneficio de 
los usuarios. Aunado a ello, tampoco se advierte que las reglas reclamadas contemplen que para allegarse 
de los recursos para la formación del fideicomiso, se prevea la instrumentación de un procedimiento por 
parte de la autoridad, que permita al interesado ejercer previamente su derecho de defensa, o bien, que sea 
consecuencia de un procedimiento sancionatorio, como efecto de alguna resolución que finque un crédito 
fiscal o por virtud de una declaración judicial de responsabilidad civil por la comisión de un delito o por 
extinción de dominio. En consecuencia, al impedir que el concesionario o permisionario tenga la disposición 
sobre los recursos que genera la prestación de dicho servicio público, el acuerdo citado podría constituir un 
acto de confiscación de bienes prohibido por el artículo 22 constitucional, al autorizar una apropiación sin 
título legítimo y sin contraprestación de los bienes del gobernado; por ello, el Juez de amparo debe conceder 
la suspensión de plano contra su emisión y ejecución, en términos del artículo 126 de la Ley de Amparo. 

 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021698  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 13/2020 (10a.)  
 
LEGITIMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA TIENEN LAS PERSONAS MORALES 
OFICIALES PARA PROMOVERLO CONTRA LAS RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL AGRARIO EN 
LAS QUE SE LES CONDENE AL PAGO DE UNA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS 
CON MOTIVO DE LA RESCISIÓN DE UN CONVENIO DE OCUPACIÓN PREVIA DE TIERRAS 
EJIDALES O COMUNALES. 

 
De acuerdo con el artículo 7o. de la Ley de Amparo, las personas morales de derecho público pueden 
ejercitar, excepcionalmente, la acción constitucional en los casos en que la ley o el acto que reclamen 
afecten sus intereses patrimoniales, en relaciones en que se ubiquen en un plano de igualdad con los 
particulares. Esta situación obliga a advertir una condición de supra a subordinación de una autoridad 
frente a otra, en atención a la imposición unilateral de un acto, motivo por el cual, de acuerdo con la 
naturaleza vertical del juicio de amparo y con su objeto protector de derechos fundamentales que 
permite reclamar actos emitidos por una autoridad que actúe de manera unilateral y obligatoria, debe 
considerarse que la posibilidad de que una autoridad acuda a dicho juicio se da cuando sufre una 
afectación en su patrimonio derivada de un acto impuesto por otra que actúa de manera unilateral, con 
imperio, por lo que su pretensión es defender sus derechos en esa situación de subordinación. Esto es, 
lo que delimita la procedencia del juicio de amparo no es solamente la participación que se tenga dentro 
de un procedimiento, sino también la pretensión que se relaciona con éste, la cual necesariamente debe 
ser la tutela de derechos patrimoniales y no la defensa de un acto emitido en ejercicio de las facultades 
conferidas. Consecuentemente, una persona moral oficial se encuentra legitimada para promover el 
juicio de amparo directo contra la resolución del tribunal agrario en la que se le condena al pago de una 
indemnización por daños y perjuicios con motivo de la rescisión de un convenio de ocupación previa de 
tierras ejidales o comunales, en tanto tiene el carácter de demandada en el juicio agrario y, por lo 
mismo, está subordinada a ese órgano jurisdiccional, aunado a que su pretensión en el procedimiento 
no es defender un acto de autoridad, sino proteger sus derechos patrimoniales. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021695  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Civil, Común)  
Tesis: 1a./J. 1/2020 (10a.)  
 
DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA, 
AUN SIN RESOLVER LA TOTALIDAD DE LAS CUESTIONES INHERENTES AL MATRIMONIO, 
PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 
COAHUILA Y AGUASCALIENTES). 

 
El juicio de divorcio sin expresión de causa es un proceso en el que se ventilan dos pretensiones, a 
saber: la disolución del vínculo matrimonial y la regulación de las consecuencias inherentes a ésta. 
Ahora bien, cuando las leyes locales que lo regulan, admiten la posibilidad de escisión, siempre que se 
actualicen ciertos supuestos, el proceso iniciado en común puede culminar con más de una sentencia 
definitiva y no sólo con una en la que se decida la totalidad del litigio. En el caso del juicio en cuestión, 
la resolución que decreta el divorcio concierne a la controversia principal, por lo que materialmente es 
una sentencia definitiva, independientemente de las alusiones o denominaciones formales con las que 
se refiera a ella el legislador, en contra de la cual procede el juicio de amparo directo en conformidad 
con el artículo 170 de la Ley de Amparo, ante un Tribunal Colegiado de Circuito, y no el juicio de 
amparo indirecto ante un Juez de Distrito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021694  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 11/2020 (10a.)  
 
DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 75 Y 127 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SE ADICIONA EL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL. EN LOS JUICIOS DE AMPARO EN LOS QUE SE IMPUGNE, DEBE SEÑALARSE 
COMO AUTORIDAD RESPONSABLE AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. 

 
En los juicios de amparo en los que se impugne el Decreto por el que se expide la Ley Federal de 
Remuneraciones de los Servidores Públicos, Reglamentaria de los artículos 75 y 127 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y se adiciona el Código Penal Federal publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 5 de noviembre de 2018, debe señalarse como autoridad responsable al 
Presidente de la República, ya que de la interpretación del artículo 72, apartados A y B, de la 
Constitución Federal, deriva que se entenderá aprobado por el Poder Ejecutivo todo proyecto no 
devuelto con observaciones a la Cámara de su origen dentro de los treinta días naturales siguientes a 
su recepción, por lo que vencido este plazo dispondrá de diez días naturales para promulgar y publicar 
la ley o decreto; y que transcurrido el segundo de los plazos, sin que el Ejecutivo ejerza sus facultades, 
la ley o decreto será considerado promulgado y el Presidente de la Cámara de origen ordenará, dentro 
de los diez días naturales siguientes, su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Ahora bien, en 
el caso de las constancias que integran el procedimiento legislativo de la ley aludida se tiene que el 
Ejecutivo Federal no ejerció ninguna de esas facultades; sin embargo, de la interpretación del artículo 
72 constitucional se entiende que intervino en el procedimiento legislativo, y si bien no ordenó su 
publicación, su promulgación operó por disposición constitucional, de ahí que considerando sus cargas 
procesales en el juicio de amparo, debe observarse lo dispuesto en el artículo 108, fracción III, de la Ley 
que lo regula, que ordena que en las demandas en las que se impugnen normas generales, el quejoso 
deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende su promulgación, 
independientemente de que hayan ejercido o no dicha facultad. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019 y, por tanto, no 
será aplicable a los asuntos que se encuentren en trámite. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021690  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 10/2020 (10a.)  
 
COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO DE LA AUTORIDAD LABORAL. PARA 
DETERMINARLA CUANDO SE DEMANDA A LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, DEBE 
CONSIDERARSE EL DOMICILIO DEL CENTRO DE TRABAJO EN EL QUE EL ACTOR PRESTÓ 
SUS SERVICIOS. 

 
De acuerdo con el artículo 700, fracción II, de la Ley Federal del Trabajo (en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019), para fijar la competencia 
por territorio de los tribunales laborales, el actor está facultado para elegir la Junta de Conciliación y 
Arbitraje ante la cual presentar su demanda, pudiendo optar entre la del lugar de la celebración del 
contrato, la del domicilio del demandado, o bien, la de la prestación de los servicios, y si éstos se 
prestaron en varios lugares, la del último de ellos. En ese sentido, para determinar si se actualiza la 
competencia territorial de las autoridades laborales cuando se demanda a la Comisión Federal de 
Electricidad con base en su domicilio, debe precisarse si éste corresponde al centro de trabajo en el que 
el actor prestó sus servicios, sin que pueda interpretarse como tal el lugar en que se ubique cualquier 
oficina o instalación de la demandada que nada tenga que ver con el conflicto de trabajo suscitado, 
pues esa interpretación llevaría a un retardo innecesario en la administración de justicia, al obligar a las 
partes a litigar ante un tribunal laboral que no tiene relación con el cumplimiento de las obligaciones de 
trabajo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de marzo de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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